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FUNDAMENTOS
Señor Presidente:

Si queremos una provincia que esté cerca de las personas que más la necesitan y sea una de aquellas en la que los habitantes puedan confiar para responder a sus problemas cotidianos, si queremos una provincia que procure dignificar al ser humano, entonces, es necesario sancionar una ley que tienda a garantizar el bienestar y el desarrollo digno de todas las personas sin importar el lugar en el que habitan. 
Sabido es que nuestra legislación nacional procura que las empresas y los proveedores de servicios garanticen condiciones de atención y trato dignos y equitativos a los consumidores y usuarios. El derecho a un trato equitativo y digno es el que tiene todo hombre por su condición de tal, su violación atenta contra componentes de atributos de su humanidad, lo que involucra el respeto a su honor y dignidad. 
La Constitución Nacional contempla el derecho a la dignidad humana, que ha sido receptado por numerosos instrumentos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que establece que toda persona tiene derecho "al reconocimiento de su dignidad", y en 1966 el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales declararon la "dignidad inherente a la persona humana".
En nuestra amplia geografía provincial nos encontramos con que en muchos departamentos existen grandes empresas que prestan servicios de telefonía, de gas y otros que no cuentan con una oficina de atención “personalizada”, lo que, a fin de cuentas, determina un trato peyorativo, discriminatorio y desigual entre aquellos consumidores de las grandes urbes y los que viven en ciudades más pequeñas.
En Entre Ríos no solamente necesitamos de la evolución tecnológica, sino que también necesitamos que los habitantes de nuestro territorio no se sientan un simple número, por no tener un lugar para que se les dé explicaciones necesarias o por no tener un lugar donde reclamar o quejarse, si hace falta. 
El adelanto de la tecnología que debería redundar en beneficios para la sociedad en general, trae a veces, problemas que no pueden ser catalogados como colaterales, sino que son parte central en cuanto al desarrollo social. Las compañías de servicios en general y las de telefonía en particular, se han destacado por lo general en ganar dinero sin hacer un ápice más de lo que la legislación las obliga. 
Tan es así, que los reclamos y consultas se deben realizar online o en un sistema de atención automático que deriva las consultas a algún lugar remoto donde existan beneficios para las empresas proveedoras. Ello, trae problemas, no sólo para nuestros adultos mayores, reticentes por lógica a las respuestas automáticas con poca o nula explicación, sino para cualquier persona que debe adecuarse a una atención que no se corresponde con lo que los usuarios dignamente merecen. 
Es por eso que parece inevitable imponer, ya que el gobierno nacional pese a autorizar aumentos de las tarifas pareciera estar decidido a no hacerlo, un espacio propio de las prestadoras de servicios en cada una de las ciudades cabeceras de los Departamentos de la Provincia donde las mismas estén obligadas a realizar atención al público para que el usuario y/o consumidor pueda efectuar los reclamos y consultas relativos al servicio en forma personalizada. 
De este modo introduciremos un esquema de atención humana para aquellas empresas que parecen centradas en las ganancias y en la relación costo-beneficio, sobre todo en los lugares de menor carga demográfica que es donde inexorablemente, más atención personalizada se necesita. 
De acuerdo al artículo 27 de la Ley de Defensa al Consumidor los reclamos “podrán efectuarse por nota, teléfono, fax, correo o correo electrónico, o por otro medio disponible, debiendo extenderse constancia con la identificación del reclamo”; pero en su última oración, la norma dice que los proveedores de servicios públicos “deberán garantizar la atención personalizada a los usuarios” (énfasis agregado).
Por lo tanto, si ese artículo dispone que los proveedores podrán recibir reclamos por medio telefónico -entre otros-, no es acertado interpretar que la atención personalizada que es obligatoria -“deberán garantizar” dice la norma-, es la misma que la que “pueden” realizar telefónicamente. 
La correcta hermenéutica indica que la atención personalizada es obligatoria, no es una opción; y además, es distinta a la atención telefónica.
La opción por otras vías de atención es una concesión a los proveedores, mientras que la garantía de la atención personalizada es imposición a los mismos o, mejor dicho, es un derecho que poseen los usuarios del servicio. Ambos medios de atención deben ser interpretados en beneficio del usuario, puesto que las vías de reclamación impersonales podrían resultar en algunos casos más veloces o más cómodos para los usuarios, no obstante lo cual, éstos siempre deberán contar con la posibilidad de ser atendidos presencialmente por una persona.
Sobre este tema, la doctrina dice que la atención personalizada no solo exige que la deba haber una persona atendiendo en lugar de una máquina, sino que demás dice que debe existir un lugar físico donde esta atención se lleve a cabo, en el que el consumidor pueda interactuar con esa persona física. “De tal modo se evita que los usuarios desistan del reclamo frente a computadoras telefónicas que ofrecen opciones inidóneas o complicadas, debiéndose garantizar la atención directa por personal especializado” (GÓMEZ LEO, Osvaldo R. - AICEGA, María V., “Las reformas a la Ley de Defensa del Consumidor”, SJA 20/8/2008; JA 2008-III-1353).
En el mismo sentido se ha dicho que “Lo que pretende la ley es, por un lado, facilitar el acceso a formular reclamos, evitando que el usuario además de no ver satisfecha su expectativa en cuanto a la correcta prestación del servicio, realice su reclamo sin trabas o mecanismos que menoscaben dicho derecho. Un ejemplo de ello es tener que llamar a un contact center u operadora que lo derive debiendo marcar innumerables veces opciones en el teclado para finalmente esperar en vano que una persona en vivo lo atienda. Es esta práctica la que llevó al legislador a exigirles a las empresas que además de todas estas opciones, garanticen que el usuario cuente en todos los casos con un mecanismo de atención personalizada para efectuar sus reclamos” (MOEREMANS, Daniel E., “Protección del usuario en los servicios públicos domiciliarios”, LA LEY 2008-F, 1062). 
Cabe también traer a colación lo decidido en el marco de la causa caratulada "DIRECCIÓN DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR DE LA MUNICIPALIDAD DE GUALEGUAYCHU Y OTRO C/TELECOM ARGENTINA S.A. - SUMARISIMO S/ INCIDENTE MEDIDA CAUTELAR", en la que se hizo lugar al pedido del entonces intendente Bahillo y la dirección de Defensa del Consumidor disponiéndose que Telecom Argentina S.A. debía garantizar la atención personalizada y gratuita a los usuarios, en una oficina comercial abierta en esta ciudad a esos efectos. El Juez Dr. Arnolfi, señaló “que provisoriamente durante la sustanciación del proceso, Telecom Argentina S.A. deberá garantizar la atención personalizada y gratuita a los usuarios, en una oficina comercial abierta en esta ciudad a esos efectos (Art. 27 de la ley de defensa del consumidor)”.
Para finalizar se debe aclarar que no seremos precursores en la materia sino solamente seguidores de otras provincias como Buenos Aires, Chubut y La Pampa entre otras, que desde no hace mucho tiempo cuentan con leyes como la que por el presente se propone.
Por todo ello es que solicito a los señores senadores que acompañen el presente Proyecto.
LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES DE LA PROVINCIA DE 
ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE LEY
ARTÍCULO 1º: Todas las empresas prestatarias de servicios de telefonía, móvil o fija, de gas natural, y de servicios eléctricos, deberán contar con una oficina de atención personalizada, en al menos una de las ciudades de cada uno de los departamentos de la provincia de Entre Ríos, donde presten servicios, a fin que los usuarios o consumidores puedan realizar reclamos y consultas en forma personal.
ARTÍCULO 2°: Los domicilios de las oficinas de atención personalizada al público, como así también su horario de atención, deberán estar especificados en la facturación del servicio, en las páginas web de las empresas y/o en cualquier otro medio de información y/o documentación de la empresa.
ARTÍCULO 3°: Las empresas que no dieren cumplimiento de lo dispuesto en los artículos precedentes, serán pasibles de las sanciones previstas en la Ley Nacional Nº 24.240, sus modificatorias y demás disposiciones vigentes.
ARTÍCULO 4°: Las empresas prestadoras de servicios enumeradas en el artículo 1º, contarán con un plazo de ciento ochenta (180) días a partir de la promulgación de la presente, para adecuar su estructura de atención al público.
ARTÍCULO 5°: La reglamentación y autoridad de aplicación de la presente Ley será determinada por el Poder Ejecutivo en un plazo no mayor a noventa (90) días.
ARTÍCULO 6°: De forma.
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